
INTRODUCCIÓN
La concepción clásica de la Administración Pública incorpo-

ra como garantía de objetividad y salvaguarda del interés gene-
ral, una estructura fuertemente jerarquizada y una cultura pro-
fesional legalista sometida a la rendición de cuentas y la nece-
sidad de restringir su actuación a un presupuesto y a unas nor-
mas que limitan la discrecionalidad en su ejercicio. Con ello, se
aseguraba el cumplimiento de la legislación vigente y un trato
igualitario, objetivo e impersonal a los administrados respecto
de toda arbitrariedad del Estado. Este modelo organizativo es
conocido como modelo garantista o modelo burocrático webe-
riano ampliamente extendido en las Administraciones Públicas
y cuyas características más relevantes son: Estructura jerárqui-
ca y centralizada; Principio de autoridad; Procedimientos espe-
cializados y detallados; Estrictos sistemas de garantías de cum-
plimiento de las normas.

Las transformaciones sociales de principios de siglo XX,
intensificadas a partir de la Segunda Guerra Mundial con la
consolidación del Estado de Bienestar Keynesiano en la demo-
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cracias capitalistas avanzadas
obligaron a la Administraciones
públicas a asumir las nuevas
demandas sociales: compromiso
público para asegurar el pleno
empleo estable; sistemas cuasi
universales de prestación de
servicios públicos de sanidad,
educación, transporte y vivien-
da, y el mantenimiento de los
segmentos excluidos del merca-
do de trabajo, a través de meca-
nismos públicos de seguridad
social y garantía de rentas. Son,
así, asumidos nuevos fines y
actividades de muy diversa
naturaleza y complejidad por las
Administraciones Públicas. 

La activación de roles políti-
cos pasa por la implantación de
los procesos de participación en
el diseño y ejecución de políti-
cas públicas. Consecuencia de
ello, por ejemplo, en el ámbito
fiscal, es la consideración de los
contribuyentes, no como obliga-
dos tributarios o fuentes de
recursos fiscales, sino como
accionistas o acreedores del
Estado, con derecho a reclamar
de éste la protección efectiva de
sus intereses. 

Finalmente, y según define
Albi (1997) " la gestión pública
es el conjunto de decisiones de
coordinación y motivación de
las personas -plasmadas en pro-
cedimientos y mecanismos con-
tractuales para alcanzar los
fines de la organización estatal
(equidad y eficiencia) dentro de
las restricciones del marco jurí-
dico- político1." 

DESCRIPCIÓN METODOLÓGI-
CA DEL PROYECTO O EXPE-
RIENCIA

La modernización y reforma
de la Administración se orienta
con frecuencia a contrastar su
eficacia con la mostrada por las
organizaciones privadas. Aún
cuando no exista una auténtica
concurrencia directa, los ciuda-
danos perciben y evalúan la
actuación pública tomando
como paradigma el funciona-
miento del sector privado de la
economía. Esta realidad condi-
ciona la Administración hacia la
búsqueda de una mayor produc-
tividad y una constante mejora
en la calidad de los servicios.
Reducir el volumen de actividad

pública y mejorar la eficiencia en
el funcionamiento del Estado
tiene propósitos subyacentes que
podemos sintetizar en favorecer
la competitividad de las institu-
ciones públicas para contener el
déficit público y promover el cre-
cimiento económico y, frente a la
concepción del Estado como
ente administrador de potesta-
des, enfocar la gestión pública
como un ejercicio de búsqueda
de respuestas eficaces a las
demandas concretas de los ciu-
dadanos, que en calidad de
clientes de las unidades públicas,
reclaman de forma creciente. 

Los sistemas de gestión públi-
ca reciben fuertes presiones
externas y tienden a adaptarse,
con ritmos lentos y desiguales, a
las funciones asumidas por el
Estado y a las bases de legitima-
ción política y cultural que los
sostienen. La adaptación busca
superar la rigidez administrativa,
basada en una relación adminis-
tración-administrado (unidirec-
cional,  impersonal y distante) no
adecuada a las demandas de la
sociedad. Las primeras iniciativas
de reforma marcan las grandes
líneas de actuación y buscan
lograr una organización flexible,
capaz de apoyar nuevos princi-
pios de gestión de mercado, con
sistemas de prestaciones orien-
tados a las demandas del usua-
rio/cliente de la administración.
La Administración se abre a la
participación y a la construcción
de ciudadanía y a legitimar su
actuación mejorando los siste-
mas de identificación de las
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1 Este argumento es desarrollado por Albi, e., Gonzalez-Páramo, J.M. y Guillen López en Gestión Pública: fundamentos.
Técnicas y Casos. Ed. Ariel. 1997
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necesidades y demandas de los
usuarios. Pero estas iniciativas
fueron objeto de revisión en los
años 90 en el sentido de que la
Administración Pública es una
organización que además de
actuar con eficacia en la micro-
gestión debe conseguir objetivos
que sólo pueden ser definidos
políticamente. 

La Administración Pública es
algo más que un mero instru-
mento de actuación de políticas
con arreglo a la ley. En otras
palabras, siendo importante
continuar en el empeño de apli-
car criterios de racionalidad
económica, los objetivos políti-
cos, establecidos a partir de la
participación de los ciudadanos,
deben primar en la acción públi-
ca en una sociedad democrática.
En este marco, en la aplicación
del nuevo concepto de gestión
pública se observan una serie de
actuaciones en las Administra-
ciones: en el ámbito de la orien-
tación estratégica, la delimita-
ción de actividad, identificación
de misión y aplicación de la pla-
nificación estratégica que
asume una función esencial
como proceso de optimización
de los siguientes factores; res-
pecto al entorno; anticipación
estratégica (imagen, planifica-
ción, coordinación, cooperación
y flexibilidad), competitividad
(eficacia, eficiencia y calidad) y
orientación al ciudadanocontri-
buyente (receptividad, participa-
ción y confidencialidad); respec-
to al Producto, diseño (simplifi-
cación, claridad, racionalización,
seguridad, incorporación de las
nuevas tecnologías de la infor-
mación), diferenciación (espe-
cialización flexible) y calidad (

satisfacción interna y externa); y
respecto a la Organización,
“valor” de recursos humanos
(responsabilidad profesionali-
dad, liderazgo y trabajo en equi-
po) y de la cultura corporativa
(innovación, servicio público,
transparencia e integridad). 

Por otra parte se orienta a
resultados mediante el estable-
cimiento de objetivos e indica-
dores de actuación claros y
mensurables, no confundiendo
los típicos objetivos sobre activi-
dad interna de la organización
(útiles para planificar las tareas
pero no para evaluar el funcio-
namiento de la organización)
con los que justifican la propia
existencia de la unidad gestora.
Las tendencias en la dirección de

los cambios en la Administración
se manifiestan en la aplicación
de las siguientes políticas o
principios de actuación: Eficacia
Institucional, Previsión, Valores
de Servicio Público, Participa-
ción y cooperación, Profesionali-
dad e Innovación, y Descentrali-
zación y control. La eficacia ins-
titucional significa la consolida-
ción y proyección de la imagen
de eficacia en el cumplimiento
de su responsabilidad social. La
Previsión significa mejora de la
capacidad de proyectarse en el
futuro de acuerdo con los esce-
narios, probabilidades y tenden-
cias. La previsión (como su pro-
pia etimología indica ver antes)
es la apreciación y planificación
de acciones, con un cierto grado
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de confianza, de la evolución
futura de la Administración
hacia un horizonte dado, y supo-
ne mejorar la capacidad de com-
prensión y análisis de oportuni-
dades, resistencias, apoyos y
riesgos definiendo acciones y
generando las condiciones ópti-
mas para su desarrollo. Los valo-
res de Servicio Público, impar-
cialidad, neutralidad, transpa-
rencia, integridad, supone el
refuerzo de la cultura y ética
corporativa, cohesión, coordina-
ción y democracia. 

El diseño de un sistema de
garantías efectivo del cumpli-
miento de los deberes y dere-
chos de los empleados en ejer-
cicio en la función pública
complementa su actuación. La
participación entraña generar
el respaldo y promover la coo-
peración de los ciudadanos,
grupos sociales y la sociedad,
de los medios de comunicación,
de los directivos y empleados, y
del resto de la Administración
nacional e internacional. Ésta
se manifestará respecto de los
ciudadanos, asegurando la
igualdad de trato como sujetos
y mejorando el conocimiento,
la aceptación del sistema y la
receptividad a sus demandas.
La profesionalidad e innovación
se impulsan manteniendo y
actualizando el conocimiento e
innovando los sistemas y méto-
dos de trabajo incorporando las
nuevas tecnologías y la explo-
tación eficiente de la informa-
ción, así como, la incorporación

de las mejores prácticas en la
asistencia al ciudadano. En el
ámbito de los recursos huma-
nos supone fomentar el trabajo
en equipo, la especialización, el
desarrollo del liderazgo y el
aprendizaje de la organización.
La Administración debe esti-
mular y apoyar a los funciona-
rios en el cumplimiento más
eficaz de sus tareas y una
asunción mayor de sus respon-
sabilidades, superando una
actitud tradicionalmente más
pasiva. 

Consecuentemente, una pre-
tendida descentralización inten-
ta mejorar la capacidad de
adaptación y agilizar las res-
puestas responsables en los dis-
tintos niveles de decisión, y
supone la desconcentración de
decisiones e integración de

resultados, delegación de com-
petencias y de autoridad sobre
presupuestos, recursos y perso-
nal en unidades especializadas y
niveles territoriales, sujetos a
rendición de cuentas en térmi-
nos temporales y cuantitativos y
de calidad. La responsabilidad
individual y por áreas del con-
trol compartido cierra el esque-
ma. En correlato, es esencial que
se constituya en referencia
ética: asegurando en la gestión
interna la incorporación de los
principios de objetividad, equi-
dad, integridad e interés general
e institucionalizando mediante
el ejemplo estas creencias en su
labor diaria. 

Es preciso hacer coincidir los
valores de eficacia, eficiencia y
calidad con los valores más
amplios de la cultura institucio-
nal. Y esto, como señala Manuel
Villoria, “lo debe hacer maximi-
zando las políticas de coordina-
ción y democracia. Coordinación
que permita conectar política y
administración, formulación e
implementación, ámbitos cen-
tral y territorial, nacional e
internacional, Sociedad civil y
Estado. Y democracia que
renueve las líneas de comunica-
ción y fortalecimiento entre los
ciudadanos y las instituciones
públicas, a través de los meca-
nismos de participación y con-
trol aplicando una forma de
entender el ejercicio de las res-
ponsabilidades públicas desde
valores de participación, dialogo
e integración.” 
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Estatal de Administraciones Tributarias, Instituto de Estudios Fiscales, Fundación Ceddet, Centro Interamericano de Admi-
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Por lo tanto, la actitud y la
aptitud del individuo son clave
en la nueva orientación de las
funciones directivas al introdu-
cir cambios significativos en las
organizaciones, los equipos que
las conforman y en los mecanis-
mos de decisión. Por su parte,
Manuel Castells nos habla de un
cambio de era con el argumento
de que la nueva economía se
basa en redes globales de capi-
tal, gestión e información, cuyo
acceso al conocimiento tecnoló-
gico constituye la base de la
productividad. El proceso de tra-
bajo cada vez se individualiza
más, se desagrega la realización
del trabajo y se reintegra su
resultado mediante una multi-
plicidad de tareas interconecta-
das en emplazamientos diferen-
tes, lo que inaugura una nueva
división del trabajo, basada en
los atributos/capacidades de
cada trabajador más que en la
organización de las tareas. Y
afirma consecuentemente que
en la nueva “Sociedad Red”, las
cualidades de la red dependerán
de su capacidad de conexión,
entendida como la eficacia de
comunicación entre componen-
tes y de su consistencia, es decir,
el grado en que se comparten
los intereses entre los compo-
nentes de la red y sus fines. 

La gestión del cambio impli-
ca por tanto atender a todos
estos fenómenos y contemplar
en el proceso las recomenda-
ciones que surgen tanto para
organizaciones públicas como
privadas. El cambio no puede
hacerse por vía jerárquica. Los

directivos conducen la elabora-
ción de una visión común y
deben seleccionar y apoyarse
en aquellos que pueden aportar
una contribución a la realiza-
ción de las finalidades de la
organización y que servirán de
transmisores de su impulso. El
cambio constituye un proceso
que se nutre de las aportacio-
nes de los profesionales y sus
competencias. Se trata de una
dinámica colectiva. El cambio
implica un desarrollo de las
aptitudes y constituye en sí
mismo un proceso de aprendi-
zaje colectivo. Finalmente, la
Administración General del
Estado es un sistema complejo
de organizaciones diversas
cuyo activo principal está cons-
tituido por las personas que
trabajan en la misma2. RTA

Por todo ello, la dirección
debe definir una estrategia diri-
gida a la mejora continuada de
las relaciones con los ciudada-
nos y ser consciente de que los
principios que inspiren dicha
estrategia deben trasladarse a
todos los rincones de la Admi-
nistración, a todos los trabaja-
dores y a todos los procedimien-
tos. Ya el Informe de la OCDE de
1987 precisaba que “La Admi-
nistración es un servicio cuyo
cliente es el público, el ciudada-
no” hacía referencia a esta filo-
sofía cuando establecía que una
Administración Pública recepti-
va debería ser comprensible,
hacer participar a los clientes en
los mecanismos administrativos,
satisfacer las necesidades de los
clientes, y ser accesible3. 

CONCLUSIONES
El Estado debe constituir un

instrumento con capacidad eje-
cutiva (y no gerencial al estilo
privado), y capaz de desarrollar
en ciertas ocasiones una activi-
dad reguladora. Sin dejar de
lado la visión autonómica del
Estado como tal, es viable resal-
tar que la participación institu-
cional directa de los individuos
(destinatarios mismos del “bien”
o servicio estatal) en los niveles
descentralizados y centralizados
de la administración pública,
exige plantear una impronta de
“democracia directa” y repre-
sentatividad no corporativa en
la esfera estatal. 

Por ello, el entorno actual
requiere un modelo relacional
de diseño y gestión de Políticas
Públicas. En correlato, las deci-
siones o proyectos formulados
sin actividades no constituyen
Políticas Públicas. Pon ende,
Gobierno y Administración
deben estar emparentados y no
pueden ser disociados. Conse-
cuentemente, no administrar
es desgobernar. La priorización
de asignar un rol preponderan-
te al actor no estatal o socie-
dad civil en el proceso de toma
de decisiones del Estado, torna
trascendental edificar y conce-
bir un modelo relacional de
diseño y gestión de Políticas
Públicas con primacía de la
sociedad sobre el actor estatal,
ya que el objeto de la Política
Pública debe estar orientado a
la participación ciudadana, al
consenso social y a la visión
estratégica. 

19
E l  Es tado como Ins t rumento  hacedor  y  generador  de  Po l í t i cas  Públ icas .

E l  va lo r  de  la  e f icac ia  de  reso lver  Demandas Insat is fechas. Ana Cec i l ia  Bro i tman

3 Ver lo descripto en  “Administration as service, the public as client”, OCDE, 1987


